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ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO
19na Asamblea
       2da Sesión 

        Legislativa

   Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

P. del S. 563
INFORME POSITIVO CONJUNTO
 16 de noviembre de 2021
AL SENADO DE PUERTO RICO:

Las Comisiones de Hacienda, Asuntos Federales y Junta de Supervisión Fiscal; de Gobierno; y de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación con enmiendas del P. del S. 563.
ALCANCE DE LA MEDIDA
El Proyecto del Senado 563 (en adelante, “P. del S. 563”) dispone para establecer la “Ley de Salario Mínimo de los Empleados Públicos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico” a los fines de establecer un nuevo salario mínimo base de diez dólares con cincuenta centavos la hora ($10.50/hr), de manera escalonada sujeto a lo establecido en esta Ley; y para otros fines relacionados.
ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LA MEDIDA
La Constitución de Puerto Rico en su Artículo 2, nuestra Carta de Derechos dispone sobre el derecho constitucional al trabajo en Puerto Rico.
 Específicamente, el artículo 2, sección 16, reza que:
Se reconoce el derecho de todo trabajador a escoger libremente su ocupación y a renunciar a ella, a recibir igual paga por igual trabajo, a un salario mínimo razonable, a protección contra riesgos para su salud o integridad personal en su trabajo o empleo, y a una jornada ordinaria que no exceda de ocho horas de trabajo. Sólo podrá trabajarse en exceso de este límite diario, mediante compensación extraordinaria que nunca será menor de una vez y media el tipo de salario ordinario, según se disponga por ley.
 [énfasis nuestro]

Por su parte las subsiguientes secciones 17 y 18, expresan el derecho a organizarse y negociar colectivamente y a hacer huelgas y establecer piquetes, etc. Según el profesor Farinacci Fernós se trata, pues, de un conjunto de derechos laborales de naturaleza individual, mínima, universal y automática. Con individual se refiere con que a diferencia de los derechos establecidos en las Secciones 17 y 18 de la Carta de Derechos, las protecciones de la Sección 16 aplican a cada trabajador o trabajadora de forma particular y personal, independientemente de su relación con otros trabajadores. Con mínima se refiere a que establecen el contenido irreductible de la relación de trabajo, de forma que no se puede pactar por debajo de dicho piso. Con universal se refiere a que, sujeto a excepciones particulares, como norma general estos derechos aplican a "todo trabajador" es decir, a toda persona que se gane la vida como empleado asalariado. Finalmente, automática porque opera ex proprio vigore; es decir, que no hace falta ni canalización estatutaria ni pacto entre privados, pues las protecciones de la Sección 16 quedan automáticamente incorporadas a todo contrato de trabajo en Puerto Rico.

Como es bien sabido, nuestra Carta de Derechos se basó en la Declaración Universal de Derechos de los Hombres. Al proponer los derechos de los trabajadores y trabajadoras, la Comisión de la Carta de Derechos de la Asamblea Constituyente señaló la "alta dignidad" del esfuerzo humano y recalcó que el énfasis de los derechos propuestos recaía "en aquel grueso de la clase trabajadora que por razón de especial desvalimiento históricamente ha necesitado, aunque no siempre ha recibido, protección social".
  De la misma manera, nuestro más alto foro ha expresado que “la política pública establecida en nuestra legislación laboral reconoce que el trabajo es un elemento central de nuestra vida en sociedad. Es así, tanto por lo que significa a nivel individual en la vida diaria de decenas de miles de puertorriqueños y puertorriqueñas, como por el beneficio colectivo que se genera cuando a través del esfuerzo ofrecemos calidad de vida a nuestro pueblo y desarrollo social y económico para nuestro país.
  Es importante señalar que el propósito y objetivo de los derechos laborales que fueron adoptados en la Constitución es eliminar ciertas prácticas opresivas en el empleo. Esto incluye, necesariamente, el pago de salarios insuficientes y excesivamente bajos.

De ahí que la Asamblea Legislativa comenzó a adoptar una serie de estatutos en torno a las relaciones obrero patronales y las áreas en que se ven afectadas las personas trabajadoras y los y las empleadores de Puerto Rico. Instancias como lo son el salario mínimo, la salud y seguridad y la prohibición de discrimen de las categorías protegidas son áreas que han sido impactadas por la legislación laboral que contiene nuestro ordenamiento jurídico. 
La Ley Núm. 8 de 1941 fue la primera legislación que estableció la política pública de salarios justos y razonables para los trabajadores y trabajadoras. Sobre este particular, la política pública del mencionado estatuto, dispuso que “se declara que la existencia de condiciones de trabajo perjudiciales a la conservación de normas mínimas de vida necesarias para la salud, eficiencia y bienestar de los trabajadores y el pago de salarios insuficientes para satisfacer las necesidades mínimas de los trabajadores, representan un estado de manifiesta injusticia social”.
 Es decir, el gozar de un salario mínimo justo y razonable esta intrínsecamente ligado a una mejor calidad de vida y a una aspiración de justicia social. 
La Organización Internacional del Trabajo (en adelante, OIT) define el concepto de salario mínimo como ‘la cantidad mínima de remuneración que un empleador deberá abonar a sus asalariados por las prestaciones que estos hayan efectuado durante un periodo determinado, sin que dicha cuantía pueda ser rebajada mediante convenio colectivo ni contrato individual”.
 Según los hallazgos que aparecen en el Informe Mundial de Salario 2020-2021, la OIT encontró que los cambios en los salarios han variado dependiendo de la regularidad con que se revisan los salarios en los diferentes países. Por ejemplo, en aquellos países donde no ajustan sus salarios regularmente encontraron que hubo un aumento en los salarios. El 13,8 por ciento (12 de 87 países) han aumentado el salario mínimo en 2020, en comparación con alrededor del 20 por ciento de 2017 a 2019.
 Ello a pesar de la Pandemia del COVID-19. 

Del informe de la OIT también surge que es posible que la crisis económica y del mercado laboral mundial ocasionada por la pandemia de COVID-19 haya perjudicado a los grupos vulnerables, y que muchas familias estén al borde de la pobreza. El riesgo de un aumento de la pobreza y la desigualdad es una preocupación en términos de justicia social. Por lo tanto, es fundamental reforzar las medidas destinadas a proteger a los trabajadores en situaciones de riesgo y formular políticas que contengan el aumento de los niveles de pobreza y desigualdad. A tal efecto, un sistema de salario mínimo adecuado podría ser un instrumento especialmente valioso. Su finalidad primordial es proteger a los trabajadores contra una remuneración indebidamente baja, si bien muchos países han reconocido su potencial añadido para promover la igualdad, pues aumenta la remuneración de los trabajadores y mejora las condiciones de vida de los que se encuentran en el extremo inferior de la distribución salarial (OIT, 2014a).
 
Cónsono con lo antes esbozado, el proyecto que tenemos ante nuestra consideración es el Proyecto del Senado 563. El mismo busca crear la Ley de Salario Mínimo para Empleados(as) Públicos. La exposición de motivos del P. del S. 563 discurre sobre la crisis fiscal por la que atraviesa Puerto Rico y las implicaciones del contexto en el salario mínimo de las personas empleadas públicas del país. Enfatiza el éxodo de personas que han migrado del país en busca de mejores empleos, salarios y condiciones de trabajo; ante la pobre compensación que reciben o recibirían si permanecen en la isla. Acogiendo como máxima asegurar el bienestar y la calidad de vida de los trabajadores y las trabajadoras, la pieza legislativa tiene como objetivos: “que ningún empleado público que trabaje para el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, o cualquiera de sus agencias e instrumentalidades, lo haga recibiendo un salario que lo coloque bajo el nivel de pobreza; y que todo trabajador y trabajadora tenga suficiente ingreso como para cubrir sus necesidades básicas”. 
Por consiguiente, dispone en su Artículo 3.-Aumento al Salario Mínimo de los Empleados Públicos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico que:

El 1 de enero de 2022, se aumentará el salario mínimo de los Empleados Públicos a ocho dólares con cincuenta centavos la hora ($8.50/hr).  Para el 1 de julio de 2023, el aumento al salario mínimo de los Empleados Públicos será de nueve dólares con cincuenta centavos la hora ($9.50/hr). Para el 1 de julio de 2024, el aumento al salario mínimo de los Empleados Públicos será de diez dólares con cincuenta centavos la hora ($10.50/hr), a menos que la Comisión Evaluadora de Salario Mínimo emita un Decreto Mandatorio variando el mismo.

Con la finalidad de viabilizar y fiscalizar estos aumentos, el P. del S. 563 autoriza y faculta a la Comisión Evaluadora de Salario Mínimo a emitir decretos mandatorios sobre los salarios mínimos de los empleados y las empleadas del sector público; y ordena a la misma a incluir un renglón de empleados y empleadas del sector público en su informe anual. 
La Comisión de Hacienda, Asuntos Federales y Junta de Supervisión Fiscal (“Comisión de Hacienda”) del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y evaluación del P. del S. 563, solicitó memoriales explicativos a la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (en adelante, “AAFAF”), al Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (en adelante, “DTRH”), al Departamento de Hacienda (en adelante, “DH”), a la Junta de Supervisión Fiscal (en adelante, “JSF”), a la Oficina de Gerencia y Presupuesto (en adelante, “OGP”), a Fortaleza y al Dr. Caraballo Cueto. Al momento de la redacción de este informe no se habían recibido los memoriales explicativos del DTRH, OGP, JSF, Fortaleza, ni del Dr. Caraballo Cueto. 
LCDO. HECRIAN MARTÍNEZ MARTÍNEZ

AUTORIDAD DE ASESORÍA FINANCIERA Y AGENCIA FISCAL

La POSICIÓN de la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (en adelante, “AAFAF”) emitida a través de un memorial explicativo firmado por su Subdirector de Asuntos Legales, el Lcdo. Martínez, fue NEUTRAL.  La AAFAF, aunque otorgó deferencia a los comentarios que sobre esta medida puedan emitir la OGP y la Oficina de Administración y Transformación de los Recursos Humanos (en adelante, “OATRH”), trajo a colación algunos sucesos históricos relacionados con el salario mínimo y una iniciativa evaluada recientemente, para aumentarles beneficios a los y las empleados públicos. Destacó que desde el 2009 el salario mínimo en Puerto Rico es $7.25, cónsono con la Ley Núm. 180-1998, o Ley de salario mínimo, vacaciones y licencias por enfermedad de Puerto Rico. Puntualizó que a pesar de que no se ha experimentado un aumento salarial en más de una década, el costo de vida sí ha aumentado. 
Eventualmente, la AAFAF aludió al Boletín Administrativo Núm. OE-2021-035, con el que se estableció el Grupo Asesor del Gobernador sobre el Salario Mínimo. 

También, ante el alcance de este proyecto de ley, rememoró la reciente paralización de cinco estatutos recientemente aprobados por la Asamblea Legislativa. Por ejemplo, la Jueza Laura T. Swain, a través de la “Opinion and Order Denying the Government’s Motions for Summary Judgement and Granting in Part de Oversight Board’s Motion for Summary Judgement”, ordenó la paralización de la Ley Núm. 176-2019 que, entre otras cosas, aumentó la tasa de acumulación de licencias por vacaciones y enfermedad de los servidores públicos. A pesar de que el gobierno argumentó que la ley no aumentaba los desembolsos del gobierno, la JSF argumentó que la Ley Núm. 176-2019 sí aumentó la compensación de los y las servidores públicos sin su anuencia y solicitó la paralización del estatuto. La Jueza coincidió con los argumentos de la JSF.       
A pesar de no haber sido solicitados, esta Comisión de Hacienda recibió los memoriales explicativos del International Union, United Automobile, Aerospace & Agricultural Implement Workers of America (en adelante, “UAW”) y de los Servidores Públicos Unidos de Puerto Rico Concilio 95 (en adelante, “SPUPR”). 
BEVERLEY BRAKEMAN

UNITED AUTOMOBILE, AEROSPACE & AGRICULTURAL IMPLEMENT WORKERS OF AMERICA
La POSICIÓN de la United Automobile, Aerospace & Agricultural Implement Workers of America (en adelante, “UAW”) emitida a través de un memorial explicativo firmado por su Directora Regional, la Sra. Brakeman, fue A FAVOR. La UAW señaló que, en los últimos 12 años se ha aprobado legislación fundamentada en la crisis económica, cuyo efecto ha sido negativo para los empleados y las empleadas públicas. Entre los argumentos presentados, esta organización razonó que:
las leyes 7 del 2009, 66 del 2014, 3 del 2017, 8 del 2017 y 26 del 2017… han justificado el desmantelamiento de las agencias de gobierno, privatizaciones, congelación de negociación de convenios colectivos y reducciones de derechos y beneficios marginales, además de mantener en la pobreza a gran parte de los empleados al no brindar aumento salarial alguno y continuar en los mismos sueldos a pesar del constante incremento en el costo de vida. 

Por estos fundamentos, se pronunció a favor del P. del S. 563 y propuso “que cualquier diferencia en salario sea brindada de igual manera a [los empleados que están por encima del mínimo federal] mediante un ajuste en sus respectivas escalas salariales”. 

BENJAMÍN BORGES HERNÁNDEZ

SERVIDORES PÚBLICOS UNIDOS DE PUERTO RICO CONCILIO 95
La POSICIÓN de la Servidores Públicos Unidos de Puerto Rico Concilio 95 (en adelante, “SPUPR”) emitida a través de un memorial explicativo firmado por el señor Borges, Síndico, fue A FAVOR de la medida. La SPUPR destacó no estar totalmente de acuerdo con el planteamiento en la exposición de motivos en cuanto a que la “difícil situación fiscal del gobierno” se deba a la falta de “adecuación del salario mínimo a las realidades del presente”. Esta entidad entiende que han sido “las políticas equivocadas en la administración de personal en el servicio público” las causantes principales. Reseñó cómo en el 2007 el gobernante en turno, el señor Fortuño:

creó una comisión compuesta por banqueros, industriales, sus asesores económicos y funcionarios gubernamentales, todos alineados a las políticas económicas neoliberales y de austeridad. Las medidas recomendadas incluyeron entre otras la congelación de puestos y la reducción de un 30% de los puestos de confianza, así como el plan de cesantías y medidas impositivas. A pesar de que el plan estaba predicado en la llamada disciplina fiscal de no gastar lo que no se tiene, eso fue solo una ilusión óptica. En ese momento se dio una marcada tendencia a las subcontrataciones y aquí comienza el problema…

Continuó reseñando un estudio comisionado por la Junta de Supervisión Fiscal en el que se devela la creciente dependencia, en las agencias de gobierno, de contratistas independientes y empleados de confianza, con un salario más alto. En el mencionado informe se destaca la falta de diligencia del gobierno para capacitar a los empleados de carrera y para reemplazar oportunamente a quienes no cumplen con los estándares de desempeño. Del mismo modo, se alerta sobre la falta de transparencia que implica para la ciudadanía el que se les hable de una reducción en los gastos de nómina del fondo general, cuando los gastos por servicios profesionales aumentan sustancialmente.
   

A juicio de la SPUPR, la crisis fiscal del gobierno de Puerto Rico no es una consecuencia de la disciplina fiscal, como se ha enfatizado consecutivamente, el problema se cimienta en la “práctica de desviar el dinero destinado a los salarios de los empleados de carrera para las contrataciones de empleados transitorios luego de los cambios de administraciones, las subcontrataciones y el pago de empleados de confianza”. 
A su vez, esta entidad sugirió añadir como tercer objetivo de la medida:

que el estado pueda competir con el sector privado por el mejor talento para administrar y proveer los servicios al pueblo… Es necesario que el gobierno revise las escalas salariales de los empleados públicos, las adecue a la realidad de los tiempos y las haga competitivas. Mientras esto no suceda, el mecanismo de revisar y aumentar el salario mínimo de los empleados públicos va a mejorar el salario de entrada al servicio y la captación de recursos para las funciones de menor complejidad, pero perderá atractivo para la permanencia en el servicio público, principalmente para los profesionales.
Finalmente, la SPUPR sugirió aplicar el salario mínimo del sector público a los municipios. Para esto propuso que se le permita a la Junta de Salario Mínimo evaluar los salarios mínimos municipales y que se contemple la posibilidad de aplicar en los municipios “el ajuste de escalas salariales con cada aumento en el salario mínimo”.

Para la Comisión de Hacienda, es menester destacar que el 2 de marzo de 2017, mediante la Orden Ejecutiva 2017-026 se implementó como política pública el aumento salarial escalonado para los y las empleadas públicos de $8.25 a $10 por hora.  En esta se Orden Ejecutiva se estableció que, durante ese cuatrienio:
(1) Todas las agencias del gobierno de Puerto Rico, debían comenzar un proceso dirigido a aumentar el salario mínimo de los empleados gubernamentales.

(2) Comenzado el 1 de julio de 2017, el salario mínimo de los empleados de las agencias del gobierno, aumentará de siete dólares veinticinco centavos ($7.25) a ocho dólares con veinticinco centavos ($8.25) la hora. 

(3) Que el salario mínimo de los servidores públicos sea aumentado hasta alcanzar los diez dólares ($10.00) antes del 2020.
Por consiguiente, aunque esta Comisión reconoce que actualmente el Gobierno de Puerto Rico no ha cumplido con esta política pública establecida, el P. del S. 563 se sustenta en ese estado de derecho existente, el cual eleva esta Orden Ejecutiva a rango de Ley e incorporando a este ordenamiento un mecanismo de revisión continuo de salario mínimo.  De esta manera que se les hará justicia salarial a los empleados públicos, no solo ahora, si no también en el futuro. Esta Comisión no encuentra razón de política pública alguna que justifique excluir a nuestros empleados públicos del salario mínimo que le aplica al resto de la población. 

A su vez, con este proyecto se fomenta la doctrina de la separación de poderes en nuestro gobierno republicano, que favorece el curso ordinario para implementar política pública mediante legislación emitida por la Rama Legislativa y no por la Rama Ejecutiva por medio de Ordenes Ejecutivas. Específicamente, “Los deberes, funciones y atribuciones del Gobernador [son]: Cumplir y hacer cumplir las leyes…”.
 En cambio, la Constitución de Puerto Rico dispone que la facultad de presentar proyectos de ley es exclusiva de la Rama Legislativa.
  
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL
En cumplimiento con el Artículo 1.007 del Código Municipal de Puerto Rico, Ley Núm. 107-2020, según enmendada, luego de evaluar la medida, esta Comisión estima que, el P. del S. 563 no tendrá impacto fiscal sobre los presupuestos de los municipios, pues no genera obligaciones adicionales en exceso a los ingresos disponibles de los gobiernos municipales.

CONCLUSIÓN
La Comisión de Hacienda utilizó diferentes mecanismos para conseguir el insumo de las agencias y las personas que en su carácter privado fueron invitadas a expresarse sobre el P. del S. 563. Lamentablemente, no recibió las ponencias solicitadas al Ejecutivo que endosaran los efectos de este Proyecto de Ley. Es por esto que, ante la cercanía del aumento general del Salario Mínimo que dispone la Ley Núm. 47 de 21 de septiembre de 2021, “Ley de Salario Mínimo de Puerto Rico” según enmendada por esta Comisión y aprobada por esta Asamblea Legislativa, esta Comisión se vio llamada a actuar para la implementación de esta medida.  El efecto práctico de no hacerlo redundará en una remuneración para los empleados y las empleadas  del sector público de Puerto Rico por debajo del salario mínimo general a partir de enero de 2022. 

En reconocimiento del esfuerzo de los y las servidores públicos y la gran aportación que con su trabajo hacen al país, la Comisión de Hacienda propone las enmiendas que a continuación se discuten, mediante un entirillado electrónico sobre el P. del S. 563.

En primer lugar, añade a la exposición de motivos que, “tras la aprobación de la “Ley de Salario Mínimo de Puerto Rico”, Ley [Núm.] 47-2021, no hay razón moral por la cual nuestros empleados públicos reciban una paga que esté por debajo del salario mínimo prevaleciente para los demás trabajadores del país”.
En segundo lugar, se dispone mediante enmienda para que el salario mínimo de los empleados y las empleadas de las agencias gubernamentales y demás instrumentalidades del Gobierno Central, se rija por esta ley especial solo hasta el 1 de julio de 2024. A partir del 1 de julio de 2024 y en adelante, el salario mínimo de los empleados públicos se revisará continuamente por la Comisión Evaluadora de Salario Mínimo.
Por los fundamentos antes expuestos, las Comisiones de Hacienda, Asuntos Federales y Junta de Supervisión Fiscal; de Gobierno; y de Derechos Humanos y Asuntos Laborales recomienda la aprobación del P. del S. 563 con las enmiendas incluidas en el entirillado electrónico que se acompaña con este Informe.  
Respetuosamente sometido,

Hon. Juan Zaragoza Gómez         


Hon. Ramón Ruiz Nieves
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